
Del 5 al 9 de noviembre pasado se llevó a cabo el
IX Congreso Nacional de Investigación Educativa
en la ciudad de Mérida, Yucatán, convocado por el
Consejo Mexicano de Investigación Educativa, A. C.
(Comie) en colaboración con la Facultad de Edu-
cación de la Universidad Autónoma de Yucatán.
Como en ocasiones anteriores, el Congreso –lleva-
do a cabo por primera vez en 1981 y realizado de
manera ininterrumpida cada dos años desde
1993– convocó la asistencia de un elevado número
de personas interesadas en la investigación educa-
tiva, en particular investigadores, profesores de to-
dos los niveles del sistema educativo nacional, es-
tudiantes de licenciatura y posgrado, así como los
directores de la mayoría de las instituciones dedi-
cadas a la investigación en el campo y algunos re-
presentantes de organizaciones de investigadores
de otros países. 

Durante los cinco días de trabajo se llevaron a
cabo 900 actividades, entre ellas, 20 conferencias
magistrales impartidas por investigadores proce-
dentes de Argentina, Brasil, Chile, Canadá, Francia,
España, Estados Unidos y México; cerca de 650 po-
nencias con avances y resultados de investigación,
67 simposia, 62 presentaciones de libros, cursos,
talleres, carteles, conversaciones educativas y diálo-
gos con funcionarios. 

La inauguración del Congreso fue presidida por
Josefina Vázquez Mota, titular de la Secretaría de
Educación Pública, y a lo largo del evento se pre-
sentaron una serie de “diálogos” con funcionarios
responsables del sector, provenientes de la Subse-
cretaría de Educación Básica, la Subsecretaría de
Educación Media Superior, el Centro Nacional de
Evaluación, el Instituto Nacional para la Evalua-
ción de la Educación y el Consejo Nacional de
Ciencia y Tecnología. En ellos se trató específica-
mente el tema de las relaciones entre la investiga-
ción educativa y la toma de decisiones para las po-
líticas públicas en el área. 

La mayoría de las actividades se concentró en el
diálogo y debate académico sobre los problemas que

aquejan a la educación del país, y sobre la manera en
que los investigadores los identifican, analizan, inter-
pretan, y eventualmente proponen soluciones.

Importancia de la investigación
educativa en México

La investigación educativa “moderna” –apegada a
las reglas y procedimientos metodológicos de las
ciencias sociales– se inició en México en la década
de 1960. Se identifican tres instituciones pioneras:
el Centro de Estudios Educativos (CEE), fundado en
1963; el Departamento de Investigaciones Educati-
vas (DIE) del Centro de Investigación y de Estudios
Avanzados del Instituto Politécnico Nacional (Cin-
vestav), que inició labores en 1971, y la Comisión
de Nuevos Métodos de Enseñanza de la UNAM –ésta
se fusionó con el Centro de Didáctica para crear el
Centro de Investigaciones y Servicios Educativos
(CISE) en 1977; cuando este último desparece, sus
investigadores se incorporan al Centro de Estudios
sobre la Universidad (CESU), que en 2006 se trans-
forma en el Instituto de Investigaciones sobre la
Universidad y la Educación (IISUE). La Universidad
Pedagógica Nacional (UPN) se crea en 1978. Tam-
bién, aparecen publicaciones periódicas como la
Revista del Centro de Estudios Educativos (ahora Re-
vista Latinoamericana de Estudios Educativos), la Re-
vista de la Educación Superior, de la Asociación Na-
cional de Universidades e Instituciones de
Educación Superior (ANUIES), y Perfiles Educativos,
del IISUE de la UNAM. Más tarde, con el Comie, nace
la Revista Mexicana de Investigación Educativa.

Los investigadores que impulsaron esas institu-
ciones no fueron más de veinte, dedicados profe-
sionalmente y de tiempo completo a la investiga-
ción educativa e inscritos en el ámbito académico,
claramente separados del espacio gubernamental.

En los años setenta, la investigación educativa,
más institucionalizada y profesional, se constituyó
en un mercado de trabajo significativo para los
académicos y en un referente para la educación pú-
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blica nacional al adquirir reconocimiento y estatus
entre la comunidad académica. A fines de los años
ochenta y durante los noventa se conformaron dis-
tintos grupos de investigación con perspectivas de
análisis enfocadas a áreas especializadas de la edu-
cación, que en muchos casos generaron espacios
formativos en los posgrados de varias instituciones
de educación superior, públicas y privadas, y con-
tribuyeron al contenido de diversas revistas, por
ejemplo, Universidad Futura, editada por la Univer-
sidad Autónoma Metropolitana, el Cinvestav y la
UNAM. Actualmente, el número de investigadores
dedicados al estudio de lo educativo ha tenido un
crecimiento relativamente elevado, aunque sigue
siendo muy escaso, en particular si se contrasta
con la magnitud del sistema educativo y con los
problemas que presenta. 

El Comie agrupa en la actualidad a 296 investi-
gadores de la educación, reconocidos como socios
en función de su productividad científica, de los
cuales una tercera parte pertenece también al Siste-
ma Nacional de Investigadores (SNI). En 2006, el
SNI reconocía a 2 169 investigadores vigentes en el
área de Humanidades y Ciencias de la Conducta,
entre los que se encuentran los dedicados exclusi-
vamente al estudio de la educación (225 aproxi-
madamente), a los cuales habría que sumar aque-
llos investigadores nacionales ubicados en otras
disciplinas relacionadas con el tema: historia, psi-
cología, lingüística, sociología, economía y política
(éstos eran en 2003 alrededor de 120).

Se puede calcular que, si se suma a estos investi-
gadores el número de profesores de tiempo com-
pleto de las escuelas y facultades universitarias
orientadas a la educación o a la pedagogía, de la
UPN y de sus más de ochenta unidades en todo el
país y de las propias escuelas normales, o a los in-
tegrantes de los grupos técnicos de las oficinas gu-
bernamentales federales y ahora estatales, así co-
mo a los estudiantes de posgrado, se alcance la
cifra aproximada de 2 000 profesionales del área
educativa, que –como lo demuestra el número de
ponencias presentadas en este Congreso y en los
anteriores– posiblemente estén generando conoci-
miento original sobre lo educativo, más allá de la
docencia y la intervención en programas educati-
vos o didácticos. Sin embargo, el conocimiento
que generan todas estas personas no necesaria-
mente se somete a los rigores del método científi-

co, o incluso no se registra ni se sistematiza debi-
damente para facilitar su análisis, su valoración
por los pares, y su transferencia o difusión a otros
grupos que puedan hacer uso de él, por lo que difí-
cilmente se lo considera como investigación. En
efecto, mucho de este conocimiento se traduce
más bien en proyectos, programas, propuestas, re-
portes o evaluaciones.

Resulta paradójico que un sistema educativo cu-
ya magnitud alcanza la cifra de 33 millones de es-
tudiantes –a esta cifra habría que agregar la de los
jóvenes y adultos que no concluyeron la educa-
ción básica– y cerca de dos millones de profesores
cuente con un número tan reducido de investiga-
dores de tiempo completo y exclusivo. Un cálculo
aproximado –si sólo se toman en cuenta a los po-
co más de 400 investigadores reconocidos como
tales por el Comie y el SNI frente al número total
de estudiantes inscritos y al número de profeso-
res– nos daría una proporción de un investigador
por cada 82 500 estudiantes y uno por cada 5 mil
profesores. 

Aunque esta proporción no está muy lejana a la
de los investigadores de otros campos de estudio
como la salud, la energía, o la economía, por
ejemplo, sorprende que en el SNI los físicos y los
biólogos representen, en conjunto, 20% del total
de los investigadores nacionales, mientras que los
investigadores del campo de la educación repre-
senten apenas 1.8% del total (con datos de 2006).
Es decir, el sistema educativo, que es el sistema por
excelencia para la creación, transmisión y procesa-
miento del conocimiento, no cuenta con una masa
crítica adecuada a su magnitud.

Sin duda un factor causal del reducido número
de investigadores en educación es la ausencia de
una política pública de apoyo a la investigación
educativa.  

¿Qué tanto sabemos de la educación en México?

El Comie ha editado tres series de estudios corres-
pondientes a los años 1981, 1992-93 y 2003 en las
que se recuperan las aportaciones de la investiga-
ción educativa mexicana al conocimiento de la
problemática educativa. No es posible resumir en
este espacio el amplio acopio de aportaciones de
los investigadores en educación desde hace más de
cuatro décadas, registrados en más de 30 volúme-
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nes, pero sí es posible señalar algunos de sus lo-
gros sobresalientes: 

1) La consistente demostración de la correlación
entre las condiciones socioeconómicas y culturales
de la población mexicana y sus posibilidades de
acceso y permanencia en los distintos niveles del
sistema educativo, así como la manera en que se
distribuyen las oportunidades y los recursos esco-
lares entre regiones, entre niveles y entre la pobla-
ción mexicana en general. Como resultado de es-
tos estudios surgió la corriente de pensamiento
conocida como “escuelas efectivas”, cuyas investi-
gaciones han descubierto que las correlaciones
mencionadas no son el resultado de un determi-
nismo social (cuyos efectos no pueden ser evitados
por los educadores), ya que algunas escuelas que
atienden a alumnos de escasos recursos económi-
cos y de capital cultural escaso son capaces de ob-
tener resultados académicos satisfactorios. Este ti-
po de resultados ha sido plenamente asimilado en
los diagnósticos oficiales elaborados por la SEP.

2) El estudio de la vida cotidiana de las escuelas
y las condiciones de trabajo de los maestros: las
condiciones efectivas de las instalaciones escolares,
la disponibilidad real de los recursos, la asistencia
efectiva de los maestros y de los alumnos, el uso
del tiempo, la gestión y por ende los obstáculos,
resistencias o apoyos que enfrentan las reformas
decididas por las autoridades educativas o por el
contrario, las pequeñas innovaciones que surgen
de los planteles mismos. 

3) Estudios que han aportado elementos funda-
mentales para los diseños curriculares, propuestas
pedagógicas, y la elaboración de materiales didácti-
cos: el análisis del tiempo efectivamente destinado
a la enseñanza de las diferentes asignaturas, las re-
laciones didácticas en el interior del aula, los pro-
cesos de enseñanza y de aprendizaje en matemáti-
cas, lectoescritura, ciencias naturales y sociales. 

4) Han dado atención especial al campo de co-
nocimiento de los sujetos y los actores de la edu-
cación. Particularmente a los procesos de forma-
ción de profesores o a la construcción de su
identidad, tanto en las escuelas normales como
por la vía de programas de actualización y capaci-
tación, sin olvidar el estudio de los rasgos de los
académicos en general.

5) El seguimiento de egresados y los efectos del
crecimiento de la escolaridad en la posición labo-

ral y en los ingresos percibidos por la población.
Aunque, en general, el nivel básico, mayoritaria-
mente la primaria, y el nivel superior han recibido
más atención por parte de los investigadores que el
preescolar, la secundaria y el medio superior. 

Investigación educativa y políticas públicas

No es fácil valorar la influencia de la investigación
educativa en la toma de decisiones de política pú-
blica. Tal vez la dificultad radica en las expectativas
generadas al respecto, muchas veces alimentadas
por los medios masivos, que parecen exigir una re-
lación lineal y prácticamente automática entre el
conocimiento validado por la investigación y las
decisiones que deben tomar los responsables de la
política pública. No sería difícil, sin embargo, ras-
trear la manera en la que investigaciones particula-
res, grupos y agendas de investigación han tenido
influencia en la definición de parte de las agendas
públicas y en políticas particulares. Adicionalmen-
te, en las últimas dos décadas ha habido una cre-
ciente interacción entre los investigadores y quie-
nes toman decisiones, al extremo de que grupos de
investigadores son consultados con regularidad y
forman parte de consejos de asesores de diversos
funcionarios o incluso muchos de ellos han sido
funcionarios de alto nivel y responsables de deter-
minado tipo de decisiones de política educativa.

La investigación y la toma de decisiones de polí-
tica pública responden, sin embargo, a lógicas muy
diferentes, persiguen objetivos distintos, tienen
tiempos y recursos muy diversos, así como ámbi-
tos de alcance y resultados diferentes. Se podría
pretender establecer mecanismos de articulación
más eficientes entre ambos, pero de ninguna ma-
nera hacer depender una de otra. Pero debe reco-
nocerse que, en muchos casos, los resultados de in-
vestigación han servido como mecanismo de
presión para que se transformen las políticas pú-
blicas existentes, e incluso para que se discuta la
pertinencia de asuntos públicos en la agenda gu-
bernamental. Los resultados de la investigación
suelen representar una forma de rendición de
cuentas, que no necesariamente es bien recibido
por quienes toman las decisiones.

Un apoyo efectivo a la investigación educativa
debería articular los siguientes instrumentos de po-
lítica pública:
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a) Legislación y normatividad. La Ley General de
Educación señala de forma explícita en su artículo
14 que las autoridades educativas deben promover
la investigación que sirva como base a la innova-
ción educativa. La misma ley, en su artículo 11, se
refiere al establecimiento del Consejo Nacional
Técnico de la Educación, cuya tarea es realizar in-
vestigaciones, estudios y análisis de carácter técni-
co-pedagógico; mientras que en su artículo 20 ha-
bla acerca de la constitución del sistema nacional
de formación, actualización, capacitación y supera-
ción profesional para maestros, que tiene entre sus
finalidades el desarrollo de la investigación peda-
gógica y la difusión de la cultura educativa.

b) Creación o apoyo a instituciones específicamente
orientadas a la investigación educativa. En los casi cua-
renta años de historia reciente de la investigación
educativa, los avances logrados en este tipo de acer-
camiento a la problemática nacional se deben funda-
mentalmente a los esfuerzos  realizados por las insti-
tuciones académicas de educación superior. Los
grupos de investigación educativa existentes, en su
mayoría, forman parte de las universidades públicas
y de algunas privadas, aunque no en todas las insti-
tuciones de educación superior hay departamentos,
institutos o centros de investigación orientados al es-
tudio de la educación. En contraparte, en las Escuelas
Normales o en la UPN o en las escuelas y facultades
de educación no se puede decir que la mayoría de
sus profesores de tiempo completo realicen investi-
gación educativa. Al igual que el resto de las depen-
dencias de investigación de las instituciones de edu-
cación superior, aquellas orientadas a la
investigación educativa sufren ahora por el envejeci-
miento de sus investigadores y la  falta de plazas
nuevas desde hace más de quince años.  

c) Apoyo a la formación de nuevos investigadores.
Los programas de maestría en educación tuvieron
auge en la década de los ochenta y los noventa del
siglo pasado, como respuesta a la exigencia para
que los profesores universitarios contaran con un
posgrado. Muy rara vez se trató de programas que
orientaran a la investigación educativa. Apenas en
1993 iniciaron los programas de  doctorado en
educación. Actualmente existen alrededor de 47
programas de doctorado en el país, aunque pocos
de “calidad internacional”. El número de estudian-
tes de doctorado en educación registrados en 2004
por la ANUIES era de 1 164 alumnos. 

d) Presupuesto asignado para el desarrollo de proyec-
tos de investigación. Los fondos SEP-Conacyt, cuyo
objetivo central es apoyar la realización de investi-
gaciones en el sector, la formación de recursos hu-
manos a través de becas y la creación y fortaleci-
miento de la infraestructura de investigación,
asignaron en 2006 recursos por 7.5 millones de
pesos, para financiar 29 proyectos. Si se toman en
cuenta los años anteriores, el número de proyectos
apoyados en 2002 fue de 19 (que contaron con re-
cursos por 6.6 millones de pesos), 38 en 2003
(con recursos cercanos a los 12.5 millones), y 37
en 2004 (con poco más de 11.6 millones de pe-
sos). Debe considerarse que tan sólo entre 2000 y
2005 se aprobaron 2 932 proyectos para el conjun-
to de fondos sectoriales existentes, los cuales con-
taron con un presupuesto aprobado de 3 548 mi-
llones de pesos. 

e) Acceso a la información y la rendición de cuentas
de todos los niveles de gobierno. Es urgente que se co-
nozca cuál es la situación presupuestal del sistema
educativo en los niveles nacional y estatal; qué
condiciones presenta la situación salarial de los
trabajadores de la educación tanto en institucio-
nes públicas (incluso por nivel) y las privadas; có-
mo invierten los recursos públicos (infraestructu-
ra, nómina, tecnología y material); por qué
razones hay subejercicios; cuánto se gasta en re-
presentación sindical; cómo se compone el pago a
los docentes (cuánto en prestaciones, en salario y
en pensiones) y cuántos docentes hay en México
(por nivel y modalidad). Toda esta información se
conoce de manera parcial, pues ni siquiera se sabe
con exactitud cuánto personal labora en las insti-
tuciones educativas,

Comentarios finales

Son muchos los temas cruciales de investigación y
tareas pendientes por atender en el corto y media-
no plazos. En los hechos, una gran cantidad de los
temas posibles acerca de la educación en México
no ha sido investigada o es atendida desde diver-
sos enfoques por pocos investigadores, como la
evaluación del desempeño, la educación de adul-
tos o la formación para el trabajo, mientras que la
selección de los temas y problemas que abordan
los investigadores suele también desprenderse de
sus propios intereses y recursos académicos y de
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los impulsos que reciben de sus redes, sobre todo
locales. No debe dejarse de lado que en algunas
instituciones la investigación educativa se genera
en los ratos libres, y muchas veces a contracorrien-
te de la enorme actividad administrativa. 

Se ha avanzado mucho y de manera constante en
el campo desde que apareció la primera institución
dedicada al estudio de los problemas educativos,
hace más de cuarenta años. Actualmente existe un
conocimiento acumulado gracias a las aportacio-
nes de los estudios llevados a cabo por investiga-
dores mexicanos y por la difusión de conocimien-
tos que estos últimos pueden hacer al ponerlos en
contexto en eventos como los congresos organiza-
dos por el Comie. 

Son pocas las ocasiones en las que los proyectos
de investigación responden a demandas puntuales
de los tomadores de decisiones, por lo que las au-
toridades gubernamentales han cuestionado reite-
radamente, a través de sus criterios de evaluación,
la pertinencia y la relevancia de la investigación
educativa que no se orienta directamente a su apli-
cación. A pesar de ello, es razonable suponer que
cuanto mejor se explicite la “aproximación” o
“ajuste” entre la investigación educativa (sea ésta
de tipo evaluativo, informativo o formativo) y la

política pública educativa, más clara y delimitada
será su relación, y mayor posibilidad habrá de que
ambos ámbitos de acción salgan enriquecidos del
proceso. Aunque esta posibilidad depende de la
convergencia de los diversos factores expuestos a lo
largo del presente texto, así como de la coinciden-
cia de los intereses de quienes diseñan e imple-
mentan las políticas educativas, por un lado, y los
valores de los investigadores, por el otro.
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